COMISIONES UNIDAS DE ENERGÍA Y DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS


DICTAMEN A LA MINUTA PROYECTO DE DECRETO DEL SENADO DE LA REPÚBLICA, POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 15 DE LA LEY REGLAMENTARIA DEL ARTÍCULO 27 CONSTITUCIONAL EN EL RAMO DEL PETRÓLEO; 253 Y 368 QUÁTER DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, Y; 194 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 

HONORABLE ASAMBLEA: 

A las Comisiones Unidas de Energía y de Justicia y Derechos Humanos y Justicia, de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión de la LIX Legislatura, fue turnada para su estudio y dictamen la “Minuta Proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 15 de la Ley Reglamentaria del artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo; 253 y 368 Quáter del Código Penal Federal, y; 194 del Código Federal de Procedimientos Penales”.
Con fundamento en lo establecido por los artículos 71 y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de conformidad con los artículos 39 y 45 numeral 6 incisos e) y f); y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 57, 60, 65, 87, 88 y 93 del Reglamento Interior para el Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, es que se somete a la consideración de los integrantes de esta Honorable Asamblea el presente Dictamen, bajo la siguiente:
METODOLOGÍA

Las Comisiones encargadas del análisis y dictamen de la Minuta en comento desarrollaron su trabajo conforme al procedimiento que a continuación se describe:

I. En el capítulo de “Antecedentes” se da constancia del trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo y turno para el dictamen de la Minuta del Senado de la República y de los trabajos desarrollados por las Comisiones Unidas en esta Cámara para la elaboración del Dictamen.

II. En el capítulo de “Contenido de la Minuta” se expone el motivo y alcance del Dictamen realizado por la Cámara de Senadores y se hace una breve referencia del tema que la compone.

III. En el capítulo denominado “Análisis en cumplimiento de las potestades como Cámara revisora” los integrantes de las Comisiones encargadas del dictamen, a partir de los estudios técnicos realizados en conjunto, someten a la consideración del Pleno de la Asamblea de esta Cámara de Diputados, diversos criterios de carácter jurídico y económico de los enunciados normativos vigentes y las propuestas de modificación.

IV. En el capítulo de “Considerando” las Comisiones dictaminadoras expresan los argumentos de valoración de las proposiciones realizadas por los Senadores y de los motivos que sustentan la decisión de los Diputados de respaldarlas. 

V. En el capítulo de “Modificaciones” las Comisiones dictaminadoras señalarán los cambios realizados a la Minuta enviada por la colegisladora, con los argumentos que permitan dar solidez a las mismas.
I. ANTECEDENTES

De acuerdo con el expediente enviado por la Cámara de origen a la revisora y los actos realizados por esta última, los antecedentes son los siguientes:

· El 15 de abril de 2003, el Senador Alejandro Gutiérrez Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentó la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales.

· El 25 de marzo de 2004, los Senadores Lydia Madero García y Adalberto Arturo Madero Quiroga, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentaron la iniciativa con proyecto de decreto para adicionar las fracciones k) y l), del artículo 253 y reformar el artículo 368 Quáter del artículo194 del Código Federal y para adicionar el numeral 17) bis del artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales.

· En las mismas fechas, la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores acordó dar a las iniciativas de referencia, para su estudio y dictamen correspondiente, el turno a las Comisiones Unidas de Justicia; de Energía y; de Estudios Legislativos, Primera.

· En sesión celebrada el pasado 28 de abril de 2004 fue aprobado por 72 votos en el Senado de la República el dictamen de las iniciativas con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Reglamentaria del artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, del Código Penal Federal y del Código Federal de Procedimientos Penales, y; con proyecto de decreto para adicionar las fracciones k) y l), del artículo 253 y reformar el artículo 368 Quáter del Código Penal Federal y para adicionar el numeral 17) bis del 194 del Código Federal de Procedimientos Penales. En misma fecha, dicho instrumento fue remitido la Honorable Cámara de Diputados como “Minuta Proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 15 de la Ley Reglamentaria del artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo; 253 y 368 Quáter del Código Penal Federal, y; 194 del Código Federal de Procedimientos Penales”.

· Al recibir la Minuta, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados dictó el trámite siguiente: “Túrnese a las Comisiones de Energía y de Justicia y Derechos Humanos. Abril 29 de 2004”. 

· En esa misma fecha, las Comisiones de Energía y de Justicia y Derechos Humanos conocieron la propuesta de reforma, procediendo a nombrar una subcomisión de trabajo para realizar reuniones de análisis e intercambio de puntos de vista en su discusión y aprobación. 

· Con fecha del día 7 de diciembre de 2004, el Pleno de las Comisiones celebró una sesión para discutir, analizar y aprobar el presente dictamen, mismo que en este acto se somete a consideración de esta Soberanía, en los términos que aquí se expresan. 

II. CONTENIDO DE LA MINUTA

En este apartado, se hace una referencia general de la valoración de las iniciativas  y consideraciones que se exponen en la Minuta en estudio respecto a los temas que componen la propuesta de reformas y adiciones a los ordenamientos señalados. 

Se sustenta que el propósito de las reformas es dar vigencia a nuevos instrumentos jurídicos y conceptos de carácter general que posibilitan la actuación de las autoridades de procuración y administración de justicia, con el fin de disuadir prácticas ilegales ligadas fundamentalmente a: 

a) el robo; 

b) la adulteración; y, 

c) la comercialización de combustibles. 

Estas prácticas no sólo han generado pérdidas millonarias en detrimento del patrimonio de Petróleos Mexicanos, sino que han generado y consolidado también importantes redes de delincuencia organizada. Algunos datos que revelan la magnitud de este fenómeno son: 

· Se calcula que el valor del mercado negro de combustibles ha significado de 4.5 a 6 mil millones de dólares, 52 miles de barriles diarios, desde 1998 hasta 2002. De ese volumen, 30 por ciento corresponde al robo en las instalaciones de Pemex; 20 por ciento al robo en poliductos y el 50 por ciento restante a la comercialización de combustibles adulterados y de los productos internados de manera irregular al territorio nacional.

· Al mes de febrero de 2004, Pemex Refinación tenía identificadas 456 estaciones de servicios legales que cometían actividades ilícitas, 372 expendios clandestinos de combustible y, entre los años 2001 a 2003, se detectaron 433 tomas clandestinas en los ductos e instalaciones de Pemex.

Por otra parte, esta industria delictiva ha encontrado vínculos con algunos de los establecimientos de venta al consumidor final a través de la adulteración de los combustibles, actividad de alta rentabilidad delictiva. La utilización de solventes para alterar los componentes originales de los combustibles, no sólo ha permitido a los delincuentes incrementar significativamente sus ganancias, sino que ha lesionado el patrimonio familiar al deteriorar el buen funcionamiento de sus vehículos.

Asimismo, la corrupción no sólo ha alcanzado a quienes extraen el producto, sino a propios funcionarios que notifican sobre las características particulares de los flujos de combustible que se mueven a lo largo de la red de transportación del país, lo que ha motivado depósitos clandestinos, pone en riesgo la integridad física de la gente y genera un daño ecológico irreversible.

La Cámara de origen analizó la naturaleza de los derechos o intereses lesionados por el delito, la calidad de los sujetos que intervienen en su integración, la mayor o menor gravedad del daño causado, la culpabilidad, el resultado, la atingencia a su perfección, la unidad o pluralidad en la acción y en el delito, elementos que sirvieron como base para la clasificación y seriación de este último en la parte especial de los códigos penales y el ordenamiento para el ramo del petróleo.

Para ello la Minuta pretende reformar y adicionar:

· El artículo 15 de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 constitucional en el Ramo del Petróleo, a fin de cancelar inmediatamente toda relación contractual que tengan con el infractor y prohibir el establecimiento de alguna otra en lo sucesivo; 

· El artículo 253 del Código Penal Federal -que establece los preceptos que enuncian los actos u omisiones que afectan gravemente al consumo nacional- para adecuarlo y establecer: el aumento de sanción mínima de tres a seis años; lo relativo a internar al territorio nacional cualquier sustancia que sea utilizada, de manera ilícita, para la alteración, adulteración o modificación, de los combustibles; la utilización ilegal de combustibles sujetos a un beneficio fiscal;  la restitución inmediata a PEMEX de combustibles que hubieren sido asegurados; y lo relacionado a alterar o reducir, de manera ilícita, las propiedades o componentes de los combustibles con el propósito de comercializarlos.

· El artículo 368 Quáter del Código Penal Federal, con dos enunciados que sin alterar el significado y la consecuencia jurídica de la disposición citada, incorporan una mayor consistencia en su texto al adecuar la sanción mínima de tres a seis años prisión, especificar lo relativo a la posesión y ostentación como propietario de combustibles, así como de cualquier sustancia que pueda ser utilizada para la alteración, adulteración o modificación de los combustibles, sin acreditar su legal procedencia o detentación; y señalar de forma más específica que el prestador de servicios a cualquier título, de la industria petrolera será acreedor de una sanción que se aumentará en una mitad.

· El artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales en sus numerales 18) y 27), para insertar en el catálogo de los delitos que se consideran como graves a los que se enuncian en los incisos k) y l), fracción I y fracción IV, del artículo 253, el párrafo segundo, fracción VII, del artículo 254, y en el artículo 368 Quáter, todos del Código Penal Federal, lo que permitirá encarar el problema a partir de la creación de nuevas figuras penales, que posibiliten la eficaz reacción pública del Estado.

Teniendo en cuenta que una pena corporal desmedida no necesariamente se traduce en la eliminación de la conducta y cuidando que no se duplicaran delitos con diferentes sanciones, alternado indebidamente el principio de la legalidad que obra contenido en el párrafo tercero del artículo 14 constitucional que reza: “en los juicios del orden criminal queda prohibido imponer por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata”; atendiendo también no transgredir, el principio de la unicidad típica -de incuestionable trascendencia en el Derecho Penal- que todo legislador debe prever siempre en la creación de una nueva norma punitiva, y; el diverso principio supremo implícito en el artículo 23 de nuestra Carta Magna, que no solamente establece que nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito, sino que también significa que no puede imponerse el autor de una misma conducta una doble penalidad; la Minuta justifica el aumento de las penalidades y agravación de los delitos en:

a) La afectación de los valores fundamentales de la sociedad; 

b) La imposible reparación del daño generado a la economía nacional; 

c) La necesidad de conferirle al delito una sanción que corresponda a otros equiparables; 

d) Inhibir la reincidencia; y,

e) Fortalecer la acción de la justicia y consolidar la amplitud de la reacción pública del Estado cuando se trata de delitos que se perpetran contra el consumo y la riqueza nacionales.

Adicionalmente se estimó establecer el mínimo de la pena de prisión de seis años, especialmente, porque con un mínimo en los términos descritos, se trunca la concesión de substitutos penales a los responsables de estos delitos, como la condena condicional, por ejemplo.

Asimismo, sobre la alteración, la Cámara de Origen asume claramente el espíritu del legislador respecto a la definición y significado del término -adulteración y alteración- señalando al respecto que: “alterar es cambiar la esencia o forma de algo; adulterar es viciar, falsificar algo; modificar es transformar o cambiar algo, dar un nuevo modo de existir a la sustancia material, y el significado de los dos últimos conceptos se subsume perfectamente en el primero”. En la Minuta se cita una tesis aislada de la Corte respecto de la alteración, por la que se rectifica, precisa y adecua la misma fracción IV del artículo 253 del Código Penal Federal.

La Cámara de origen procura desincentivar la comercialización ilegal de combustibles tipificando la internación ilícita al territorio nacional de cualquier sustancia que pueda ser utilizada para la alteración, adulteración o modificación de los combustibles producidos o comercializados por PEMEX, sus organismos subsidiarios o empresas filiales o aquellos combustibles que están sujetos a un beneficio fiscal o a un precio de estímulo fiscal de acuerdo con las leyes en la materia, para su comercialización u otro fin o actividad distinta al de su destino original. Para ello establece una adecuada ubicación del artículo.

De la Minuta, se advierte sobre el robo, la especialización del delito. El propósito es fortalecer nuestro régimen jurídico punitivo en el ámbito de los delitos en contra de las personas en su patrimonio, visto que la industria delictiva también ha encontrado vínculos con algunos de los establecimientos de venta al consumidor final, lesionado el patrimonio familiar.

Los promoventes de la Minuta que se dictamina, salvaguardan el análisis de diseño de las reformas y adiciones aludidas en los apartados que representan la ubicación más adecuada por el hecho de que se establecen otras normas y  tipos penales acordes al tema. Así mismo las adiciones planteadas en diversas fracciones, por la materia a que se refieren, también se insertan como nuevos incisos o en artículo diferente, creando en las hipótesis previstas una nueva estructura de texto normativo.

A partir del análisis de las iniciativas que dan origen a la Minuta que se dictamina, los Senadores desechan entre otras: 

a) Aumentos del mínimo de la multa, por no desprenderse de la exposición de motivos argumento alguno –puntual y convincente- que las justifique; 

b) Propuestas de artículos, porque su significado se encuentra ya comprendido, en otras leyes o el mismo Código; 

c) Elevar la sanción corporal de 20 a 30 años pues se manifestaría en nuestro sistema de sanciones penales una enorme discordancia entre los delitos que se atienden y sus efectos; 

d) Lo relativo a la posesión y ostentación como propietario de hidrocarburos o cualquier otro producto que se obtenga a partir de su procesamiento; 

e) El enunciado normativo que permitía la posible negociación (de aplicación de sanciones) entre el Estado y el delincuente que prestara ayuda para la investigación de actos delictivos cometidos por terceros; y, 

f) La utilización de la expresión “al que a sabiendas”, a efecto de las hipótesis que califican.- 1. Participación del sujeto activo en el delito, 2. Responsabilidad penal y 3. Aplicación de sanciones (en lo general prevista en los artículos 13 y 400 del Código Penal Federal).

Así mismo, la Cámara de origen cuidó sobre cada disposición legal: 

a) Incidencia autónoma; 

b) Particular significado; 

c) Vinculación de la norma con un principio jurídico; 

d) No constituir repetición y contradicciones de los conceptos de otras disposiciones legales; 

e) Relación armónica; y, 

f) Especialización. 

Por último, se determinó que la consignación y el decomiso de los instrumentos del delito, así como las cosas que sean objeto o producto de él, sean restituidos de inmediato al organismo público Petróleos Mexicanos, sus organismos subsidiarios o empresas filiales, por su naturaleza inflamable y peligrosa.

III. ANÁLISIS, EN CUMPLIMIENTO DE LAS POTESTADES CONFERIDAS COMO CÁMARA REVISORA

Adicional a los temas señalados por el Senado de la República para la substanciación y motivación de la reforma que se pretenden, las Comisiones Unidas que dictaminan en cumplimiento de las potestades previstas en el artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, desarrollamos el análisis de diversos temas a fin de fortalecer el espíritu de las normas que se desprenden de la Minuta, tales como: 

·  Políticas de prevención desarrolladas por la autoridad, a saber:

Para enfrentar el robo, la adulteración y la comercialización ilícita de combustibles, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con la participación de Petróleos Mexicanos y de las secretarías de la Función Pública, de Seguridad Pública y de Economía han emprendido varias acciones en materia de política comercial, en controles a la importación de sucedáneos. 

En materia de política comercial, se han mejorado e incrementado los controles de venta en estaciones de servicio, se homologaron los precios de la gasolina PEMEX Magna en la frontera del país y se nivelaron los precios de diferentes solventes con la gasolina. 

En cuanto a la importación de sucedáneos, se ha conformado un padrón de importadores y se han revisado las fracciones arancelarias. 

Por lo que atañe al robo de combustibles, se han realizado distintos operativos en ductos e instalaciones de petróleo, así como en estaciones de servicio y expendios clandestino, con lo cual se ha a evitado el hurto de miles de millones de pesos, además se ha buscado la colaboración del Ejército, Policía Estatal y municipal para vigilar la red de PEMEX, además de haber realizado ya un Plan de Inversión en Infraestructura en la industria petrolera. 

Sin embargo las medidas preventivas y persecutorias (comentadas), no han sido políticas capaces de disuadir y combatir de forma eficaz las conductas vinculadas al mercado ilícito de combustibles, por lo que es necesario realizar el conjunto de reformas señaladas en la Minuta.

· Diferencia entre la cancelación vs. la rescisión y el aseguramiento de bienes y la restitución inmediata de lo asegurado a PEMEX,  a saber:

La Minuta es clara al pretender determinar en la ley lo relativo a la cancelación inmediata, es decir, anular-dejar sin materia cualquier instrumento jurídico que sostenga la relación entre el ya declarado delincuente y PEMEX, cuando exista una sentencia ejecutoriada del juez por los delitos que se diseñan y dictaminan, visto que un organismo público que maneja recursos de todos los mexicanos no puede sostener una relación con una persona que ponga en riesgo el patrimonio de la Nación y mucho menos con aquella que tenga una alta probabilidad de reincidir en sus conductas. 

La figura de –cancelación- que propone la Minuta es importante pues complementa los tipos penales que se dictaminan, a partir del orden y ámbito jurídico normativo que se le otorga; permitiendo que la –rescisión- siga teniendo un carácter contractual de franquicia (a los que se sujetan los particulares y Pemex-Refinación).
La rescisión prevé de forma clara las causas y procedimientos que el franquiciado puede desahogar para su defensa ante el franquiciador y no permite que este último evada obligaciones contractuales bajo meras apreciaciones subjetivas.

Ambos conceptos no permiten confusión. Más aún la cancelación genera certeza jurídica y es una norma de carácter preventivo.

En este sentido, cuanto el juez tenga a bien señalar el aseguramiento de bienes y la restitución inmediata de lo asegurado a PEMEX, toma relevancia la reforma propuesta, pues las características explosivas e inflamables de los hidrocarburos o sus derivados de forma natural, con un mal manejo, ponen en grave riesgo a la población civil. 

Por ello, el Congreso a través de las reformas debe orientar el aseguramiento de combustibles hacia la institución que puede garantizar un trato técnico a fin de disminuir los riesgos de un accidente; evitando las viciadas prácticas (que llevan a cabo ciertos grupos delictivos) de almacenamiento ilícito de sustancias peligrosas, esto de forma aledaña a los expendios clandestinos.

· Adulteración, alteración y comercialización ilícita de combustibles, a saber:

Es menester reforzar que se debe entender por cuanto hace a los elementos objetivos de carácter normativo cuya valoración jurídica, cultural o científica requiere los tipos penales que nos ocupan, verbigracia “adulterar”, “alterar” y “comercio ilícito”. De acuerdo con la connotación semántica señalada en el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, estos vocablos significan lo siguiente: “Adulterar”: Viciar, falsificar una cosa. “Alterar”: Cambiar la esencia de una cosa “Comercio ilícito”: comercio, es la negociación que se hace comprando y vendiendo o permutando géneros; e ilícito es lo no permitido legal o moralmente. 

Como se sabe y hace constar indefectiblemente esta propuesta combinada con: 

a) La ya existente Norma Oficial Mexicana N086EC94;

b) Los Certificados de Calidad;

c) Las Hojas Técnicas de Especificaciones; 

d) Los Contratos de Franquicia y Suministro; y,

e) La Facturación; que expiden Petróleos Mexicanos y sus Organismos Subsidiarios.

Otorga la garantía de que ningún sujeto quede en estado de indefinición ante las autoridades que ejecutan e imparten justicia en nuestro país (al denunciar la adulteración o alteración), pues en ellos se establecen las especificaciones y calidad que deben reunir los combustibles fósiles líquidos y gaseosos, además se cuenta con la posibilidad de que los Laboratorios del Instituto Mexicano del Petróleo puedan comprobar a través de análisis la comisión de un delito. En efecto, se habla de instrumentos normativos que ya son de observancia obligatoria y una institución que ejercen sus funciones de forma eficiente.

Aparte de permitir una mejor tipificación de los delitos, esta reforma vuelve aún más útiles y obligará a la eficiencia de los monitoreos de calidad de combustibles mediante el muestreo y análisis de gasolinas en cada una de las zonas de influencia de los Centros de Producción, abarcado tanques de producto terminado (Refinerías y Terminales de Almacenamiento y Distribución), poliductos, autotanques, buquetanques, carrotanques y Estaciones de Servicio.

· Análisis jurídico dogmático de las reformas y adiciones que se pretenden en la Minuta, a la luz de las figuras típicas que actualmente se encuentran vigentes, a saber: 

Se anexa a éste dictamen el estudio realizado, por los legisladores de ésta Cámara revisora, de las figuras típicas de nueva creación y de legislación vigente, destacando entre otros los elementos de: previsión, sanción, objetivos tanto descriptivos como normativos, así como los subjetivos de dolo, culpa y los requisitos de procedibilidad, punibilidad y punibilidad agravada; adicionando a ellos comentarios de relevancia que sustentan el espíritu de la norma.

· La viabilidad del aumento de las sanciones previstas en el derecho penal, a saber:

Es de todos sabido que los delitos son perseguidos por el Estado y el delincuente debe pagar una multa al Estado o soportar una sanción no pecuniaria como pena privativa de libertad, para lo cual debe haber sanciones diferentes, buscadas por el estado, para algunos tipos de malas acciones. Cuando el único propósito del delincuente es tomar algo de valor de otro individuo, tratará naturalmente de ocultar lo que esta haciendo, y a menudo lo logrará. La fórmula para decidir el parámetro de las sanciones toma en cuenta la cuantía del daño causado y la probabilidad de que el delincuente sea efectivamente atrapado y obligado a pagar los daños. 

La imposibilidad que las leyes vigentes dan a la efectividad de atrapar y obligar a pagar los daños óptimos al delincuente da como resultado (al análisis de estas Comisiones Unidas) que el castigo óptimo debe ser uno que evite la libertad bajo caución y transforme los delitos como graves, en virtud de que la pérdida del Estado no se refleja sólo en las exorbitantes cantidades de combustible robado, adulterado y comercializado ilícitamente, sino también en los altos costos que implican las políticas preventivas que se deben desarrollar.  

Así, al analizar el conjunto de sanciones penales óptimas expresadas en la Minuta y el modelo de comportamiento criminal, el modelo viable de tipo penal es muy simple: la persona que cometa un delito (de los que se dictaminan)  deberá a toda costa entender: que los beneficios esperados por cometer el delito, siempre serán menores al castigo que le significará cometerlos. 

· Las imperfecciones de las normas actuales y la imposibilidad de las autoridades para proceder en contra de potenciales delincuentes, a saber:
Para la aplicación de una sanción, las Comisiones Unidas de esta Cámara revisora encontraron ciertos obstáculos de naturaleza jurídica que redundan en perjuicio para la correcta integración de una Averiguación Previa en tratándose de diversos delitos cometidos contra la Industria Petrolera, previstos en el Título Décimo cuarto, denominado “Delitos contra la economía pública”, Capítulo I, Delitos contra el consumo y la riqueza nacionales, así como en el Título Vigésimo segundo denominado “Delitos en contra de las personas en su patrimonio”, previstos en el Código Penal Federal (Artículos 253 y 368 Quáter). En primer lugar, en las diferentes Procuradurías de Justicia existe duda respecto a los tipos penales pues son de aplicación técnica difícil y casi nula  familiaridad, a diferencia de otros hechos ilícitos que comúnmente investigan, lo que representa un factor importante para la correcta integración de la Averiguación. En consecuencia no se llega a consignar un asunto, o una vez consignado -por deficiencias-, el Juez correspondiente no libra orden de aprehensión, más aún dicta auto de libertad con reservas de ley en favor del probable responsable. 

Asimismo, se ha constatado que los Informes de Investigación sobre estas conductas delictivas (rendidos por los auxiliares del Ministerio Público, entre otros, por la policía judicial), no proporcionan datos o indicios para localizar e identificar a los presuntos responsables. Además adolecen de una verdadera investigación del hecho ilícito, por lo que se genera impunidad por falta de previsión clara en la Ley.

De igual manera la sociedad no es conciente sobre lo que representan éste tipo de ilícitos que continuamente se perpetran en perjuicio de PEMEX y precisamente contra la economía nacional -entendida ésta como un conjunto de actividades de una colectividad humana, en lo que concierne a la producción, circulación, distribución y consumo de satisfactores materiales, con el mayor provecho para esa sociedad- misma que todo individuo debería salvaguardar a toda costa, denunciando ante la autoridad competente cualquier ilícito que en grado de tentativa o consumado, se cometa en contra de la Industria Petrolera. Ello desafortunadamente, no sucede.
IV. CONSIDERANDO

1. Que presentadas las iniciativas, dictamen y recibida la Minuta de la Cámara de origen, reconocemos las bondades que en ellos obran inmersos, mismas que se orientan a la consolidación de un Derecho Penal eficiente y congruente en su diseño con la materia de robo, adulteración y comercialización ilícita combustibles.

2. Que se han desarrollado diversas acciones y políticas preventivas, en lo comercial, control a la importación de sucedáneos, y de prevención y combate en contra conductas delictivas por las Secretarías: 

a) De Energía, con la participación de PEMEX; 

b) De Hacienda y Crédito Público, con la participación del SAT; 

c) De la Función Pública; 

d) De Seguridad Pública; y, 

f) De Economía.

3. Que los integrantes de las Comisiones de Energía y de Justicia y Derechos Humanos están de acuerdo con la colegisladora en que el combate contra el robo, adulteración y comercialización ilícita de combustibles debe partir de la comprensión de dos dimensiones: el desarrollo y ejecución de medidas preventivas, como lo señala la Minuta y más aún con la adecuación y realización de un conjunto de reformas normativas, que permitan dar vigencia y positividad al sistema penal mexicano.

4. Que estamos de acuerdo con la Minuta en el sentido de: 

a) Determinar de forma explícita lo relativo a la “cancelación” (que no rescisión, de la relación contractual entre PEMEX y franquiciados) en el caso de que exista sentencia condenatoria de tribunal; 

b) Prohibir y prevenir que en lo sucesivo se pueda dar otra relación convenida propensa en un alto porcentaje a la realización de nuevas conductas ilícitas; y,

c) Restituir inmediatamente a PEMEX los combustibles que hubieren sido asegurados. Lo anterior pues se salvaguarda de forma correcta: 1) La certeza jurídica; 2) Los bienes de la Nación; y, 3) La seguridad de las personas.   

5. Que la experiencia generada en los últimos años, demuestra que la Minuta Proyecto de Decreto para adicionar las fracciones K) y L) a la fracción I del articulo 253 y reformar el artículo 368 Quáter, del Código Penal Federal, así como la inclusión de las hipótesis normativas previstas por el artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales, lleva consigo la imperante necesidad de combatir oportunamente y con instrumentos jurídicos adecuados el mercado ilícito de combustibles, y con ello poner fin a la impunidad por intereses económicos o a la falta de previsión. Lo anterior, implicó una aguda revisión, con la que coincidimos ambas Cámaras, de las figuras típicas vigentes, en concordancia con las conductas que de facto suceden. La problemática que atañe a la Minuta se debe en la mayoría de los casos a la nula existencia de figuras normativas que tipifiquen como delito a esas conductas identificadas y ligadas al mercado ilícito de combustibles; en otros casos son las propias figuras típicas ya previstas, que por tecnicismos y otras circunstancias, permiten el libre tránsito hacia la impunidad de los actores que aprovechando estas circunstancias generan el detrimento patrimonial a la industria petrolera, así como a la economía y riqueza nacionales. 

6. Que es necesario para el caso del “robo, adulteración y comercialización ilícita  de combustibles” la especialización y aclaración de los tipos penales a partir de las reformas que se dictaminan. Para ello coincidimos con la colegisladora en la necesidad de incorporar al Código Penal sustantivo la descripción de conductas hasta ahora no reconocidas como típicas, antijurídicas y culpables, señalando una penalidad severa en contra de quienes incurran en su consumación.

7. Que se concuerda con la Minuta en lo relativo a la alteración, adulteración, y comercio ilícito, vista la  existencia de la Norma Oficial Mexicana 086 y los instrumentos que PEMEX utiliza para definir los parámetros y componentes de los combustibles que distribuye.

8. Que las Comisiones Unidas que dictaminan, coinciden con la Colegisladora en que los bienes jurídicos tutelados y señalados en la Minuta, son justificación para aumentar las sanciones y agravamiento los tipos penales expuestos. Así mismo, concordamos en que la práctica de las autoridades ministeriales se ve viciada por el desconocimiento y la defectuosa consignación de los casos que conoce por no encontrarse tipificadas las conductas ilícitas de una manera correcta. 

9. Que se coincide con la adición de las fracciones K) y l) del artículo 253 –que prevén los delitos de internación ilícita al territorio nacional de sustancias para la  alteración, adulteración o modificación de combustibles, la utilización de los combustibles sujetos a un beneficio fiscal para su comercialización, así como el aumento de las penas mínimas previstas por el artículo, con los que se persigue lograr un mayor control por parte del Estado, causando a su vez en la población criminal un mayor impacto coercitivo.

10. Que para el diseño y análisis de las normas fue salvaguardado por ambas cámaras: 

a) Las garantías individuales y constitucionales; 

b) La seguridad jurídica; 

c) La no posibilidad de evasión de obligaciones contractuales; 

d) La adecuada oportunidad de defensa; 

e) La necesidad de sustentada acusación por los ilícitos cometidos; 

f) La  naturaleza de los derechos o intereses lesionados por el delito; 

g) La calidad de los sujetos activos y pasivos, así como la unidad o pluralidad en la acción y en el delito; 

h) La mayor o menor gravedad del daño causado; e, 

i) La culpabilidad y el resultado. 

11. Coincidimos en que esta reforma pretende ser un mecanismo para que el delincuente considere que el costo de oportunidad de su comportamiento será mayor que el daño y costo social generado al delinquir.

V. MODIFICACIONES

Como parte de nuestro compromiso de elaborar leyes que garanticen estabilidad jurídica a los destinatarios de las mismas, las Comisiones Dictaminadoras consideramos necesario reformar los artículos transitorios del presente decreto, estableciendo la entrada en vigor de lo dispuesto en el artículo 253 fracción IV del Código Penal Federal, a partir del 15 de marzo de 2005, ello para garantizar que la alteración o reducción de manera ilícita, de las propiedades o componentes que las mercancías o productos que deben tener conforme a la ley, no sea imputable a los expendedores de combustible, en tanto que Petróleos Mexicanos no cuente con los instrumentos que permitan garantizar que el producto que ingresa a los depósitos de las estaciones de venta al público, no se encuentra adulterado o reducido.

Por último, al aumentar y rediseñar sanciones y tipos penales a partir del estudio de la problemática que significa el robo, la adulteración y comercialización ilícita de combustibles el legislador lleva a cabo el trabajo que le corresponde para lograr el objetivo de disuasión del comportamiento previsto en las normas y tipos penales que se dictaminan. Corresponderá al Poder Judicial la aplicación eficiente y al Ejecutivo la ejecución y el desarrollo de políticas que complementen y combatan las externalidades que conllevan el cometer estos delitos.

Señalado lo anterior, resulta preponderante la aprobación de la Minuta, para de inmediato poner en marcha las reformas y adiciones a las figuras típicas ya previstas y la inclusión de las nuevas, permitiendo así a la industria petrolera nacional y a las autoridades competentes (de procuración e impartición de justicia) hacer frente al creciente mercado ilícito de combustible. 

En consecuencia, se devuelve el presente decreto a la Cámara de Senadores, de conformidad con lo dispuesto en el inciso e) del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de las Comisiones Unidas de Energía y de Derechos Humanos y Justicia, dictaminamos favorablemente y sometemos a la consideración del Pleno de esta Honorable Asamblea, para su aprobación, el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 15 DE LA LEY REGLAMENTARIA DEL ARTÍCULO 27 CONSTITUCIONAL EN EL RAMO DEL PETRÓLEO; 253 Y 368 QUÁTER DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, Y; 194 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

ARTÍCULO PRIMERO.- Se adiciona un párrafo tercero al artículo 15 de la Ley Reglamentaria del artículo 27 constitucional en el Ramo del Petróleo, para quedar como sigue: 

Artículo 15.- ... 

... 

En caso de infracción a lo dispuesto por el artículo 253, incisos k) y l), fracción I, y 368 Quáter del Código Penal Federal, Petróleos Mexicanos, sus organismos subsidiarios o empresas filiales o cualquier otra entidad del Gobierno Federal, procederán a la cancelación inmediata de toda relación contractual que tengan con el infractor, con quien no podrá establecer relación contractual alguna en lo sucesivo. 

... 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforman el párrafo primero y la fracción IV del artículo 253; la estructura del texto del artículo 368 Quáter, en párrafos y fracciones, y los párrafos primero y último y; se adicionan los incisos k), l) y dos párrafos finales a la fracción I, del artículo 253; y la fracción II al artículo 368 Quáter, todos del Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 253. Son actos u omisiones que afectan gravemente al consumo nacional y se sancionarán con prisión de seis a diez años y con doscientos a mil días multa, los siguientes: 

I ... 

a) a j)... 

k) Internar a territorio nacional cualquier sustancia que sea utilizada, de manera ilícita, para la alteración, adulteración o modificación, de los combustibles producidos y comercializados por el organismo público Petróleos Mexicanos, sus organismos subsidiarios o empresas filiales, y 

l) Utilizar los combustibles sujetos a un beneficio fiscal o a su precio de estímulo fiscal de acuerdo con las leyes en la materia, para su comercialización u otro fin o actividad distinta al que se destinó originalmente el beneficio. 

La sanción que corresponda en el caso de los incisos k) y l), se aumentará en una mitad cuando el responsable sea o haya sido servidor público, o cuando tenga o haya tenido relación comercial con la industria petrolera. 

Tratándose de los incisos k) y l), los hidrocarburos, combustibles o sus derivados, que hubieren sido asegurados, se entregarán en restitución inmediata al organismo público Petróleos Mexicanos, sus organismos subsidiarios o empresas filiales. 

II a III ... 

IV. Alterar o reducir, de manera ilícita, por cualquier medio las propiedades o componentes que las mercancías o productos debieran tener, conforme a la ley; con el propósito de comercializarlos; y 

V ...

... 

... 

... 

Artículo 368 Quáter. Se impondrán de seis a diez años de prisión y de quinientos a diez mil días multa, al que: 

I. Sustraiga o aproveche hidrocarburos o sus derivados, cualquiera que sea su estado físico, de los equipos o instalaciones de la industria petrolera a que se refiere la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, sin derecho y sin consentimiento de la persona que legalmente pueda autorizarlo. 

II. Posea o se ostente como propietario de hidrocarburos o cualquier otro producto que se obtenga a partir de su procesamiento, así como cualquier sustancia que pueda ser utilizada para la alteración, adulteración o modificación de los combustibles, sin acreditar su legal procedencia o detentación.

La sanción que corresponda se aumentará en una mitad cuando se realice en los ductos o instalaciones afectos a la industria petrolera o cuando el responsable sea o haya sido servidor público, o prestador de servicios a cualquier título, de dicha industria. 

ARTÍCULO TERCERO.- Se reforma los numerales 18) y 27), fracción I, del artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales, para quedar como sigue: 

Artículo 194.- 

... 

I ... 

1) a 17) ... 

18) Contra el consumo y riqueza nacionales, previstos en los artículos 253, incisos k) y l), fracción I, y fracción IV; y 254, fracción VII, párrafo segundo; 

19) a 26) ... 

27) Los previstos en el artículo 368 Quáter; 

28) a 34) ... 

II  a XIV ...

... 

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor a partir del 1° de enero de 2005, con excepción de lo dispuesto en el artículo 253 fracción IV del Código Penal Federal que entrará en vigor a partir del 15 de marzo de 2005.

SEGUNDO.- Con anterioridad al 1° de marzo de 2005 Petróleos Mexicanos deberá contar con un instrumento que permita garantizar que el producto que ingresa a los depósitos de las estaciones de venta al público, no se encuentra adulterado o reducido.

Palacio Legislativo a siete de diciembre de dos mil cuatro.
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